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Presentación 

 
La Dirección Servicios Legislativos de la Biblioteca del 

Congreso de la Nación brinda, a través de la presente 

publicación de entrega diaria, una selección de normas 

trascendentes de carácter general, con la intención de 

garantizar al lector el acceso a la información oficial 

cierta. 

A tal fin contiene una breve referencia de la norma 

seleccionada y a continuación el texto completo de la 

misma tal y como fue publicada en el Boletín Oficial de 

la República Argentina. 
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Legislación 
 

   Otorga un subsidio extraordinario por un monto máximo de $5000 que se abonará 

en el mes de agosto de 2021, para los beneficiarios de las prestaciones 

previsionales del SIPA, de la Pensión Universal para el Adulto Mayor, de pensiones 

no contributivas por vejez, invalidez, madres de 7 hijos o más, y demás pensiones 

no contributivas y pensiones graciables cuyo pago se encuentra a cargo de la 

ANSeS. 
 

Decreto N° 481 (24 de julio 2021). 

Publicada en “Boletín Oficial de la República Argentina 26 de julio de 2021”, pag. 

3-5. 

 

 

   Declara el “Estado de Emergencia Hídrica” por el término de 180 días corridos en 

aquellos sectores del territorio abarcado por la región de la Cuenca del río Paraná, 

que afecta a las Provincias de Formosa, Chaco, Corrientes, Santa Fe, Entre Ríos, 

Misiones y Buenos Aires, sobre las márgenes de los ríos Paraná, Paraguay e Iguazú. 

 

Decreto N° 482 (24 de julio 2021). 

Publicada en “Boletín Oficial de la República Argentina 26 de julio de 2021”. 

Páginas 5-8. 

 

 

    Crea en el marco del Programa Casa Propia - Construir Futuro, el Subprograma 

“Habitar Comunidad”,  cuya finalidad será la promoción y el financiamiento de 

proyectos para la construcción de viviendas, ampliación y refacción de las 

existentes e infraestructura básica, que permitan el mejoramiento del hábitat y el 

acceso a la vivienda de la población rural y pueblos originarios en situación de 

vulnerabilidad social, fortaleciendo el arraigo y las condiciones para la generación 

de trabajo y desarrollo productivo comunitario. 

 

Resolución N° 265 Ministerio de Desarrollo Territorial y Hábitat (20 de julio 2021). 

Publicada en “Boletín Oficial de la República Argentina 26 de julio de 2021”. 

Páginas 28-31 y Anexo. 

 

 

 

 

 

 
Fuente: Boletín Oficial de la República Argentina: www.boletinoficial.gob.ar 



 

 

 

 

 

 

Textos Oficiales 

 
 Decreto N° 481 (24 de julio 2021). 

 Decreto N° 482 (24 de julio 2021). 

 Resolución N° 265 Ministerio de Desarrollo Territorial y Hábitat (20 de julio 

2021). 
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SEGURIDAD SOCIAL

Decreto 481/2021

DCTO-2021-481-APN-PTE - Otórgase un subsidio extraordinario.

Ciudad de Buenos Aires, 24/07/2021

VISTO el Expediente N° EX-2021-63555672-ANSES-SEA#ANSES; las Leyes Nros. 24.241, 26.425, 27.260, 27.541

y sus respectivas modificatorias y complementarias; los Decretos Nros. 260 del 12 de marzo de 2020 y sus

modificatorios, 167 del 11 de marzo de 2021 y la Resolución de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA

SEGURIDAD SOCIAL Nº 108 del 22 de mayo de 2021, y

CONSIDERANDO:

Que la Ley N° 27.541 declaró la emergencia pública en materia económica, financiera, fiscal, administrativa,

previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social y delegó en el PODER EJECUTIVO NACIONAL las facultades

comprendidas en dicha norma en los términos del artículo 76 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, con arreglo a las

bases de delegación establecidas en su artículo 2°, hasta el 31 de diciembre de 2020.

Que con fecha 11 de marzo de 2020 la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) declaró el brote del virus

SARS-CoV-2 como una pandemia.

Que por las recomendaciones dictadas por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS), así como por las

experiencias recogidas de lo sucedido en Asia y diversos países de Europa, el PODER EJECUTIVO NACIONAL

tomó la determinación de proteger la salud pública mediante el dictado del citado Decreto N° 260/20, a través del

cual se amplió en nuestro país la emergencia pública en materia sanitaria establecida por la Ley N° 27.541 por el

plazo de UN (1) año.

Que mediante el Decreto Nº 167/21 se prorrogó la emergencia sanitaria establecida por el mencionado Decreto

Nº 260/20 hasta el día 31 de diciembre de 2021.

Que la adopción de medidas de extrema necesidad tendientes a resguardar a los grupos de riesgo tiene como

contrapartida la consecuente reducción de la actividad económica, con especial impacto sobre la población más

vulnerable.

Que la velocidad en el crecimiento de los contagios en el marco de la pandemia de COVID-19 ha exhibido, a nivel

internacional, escenarios dramáticos en términos de consecuencias para la vida y la salud de las personas y para

las economías de los países.

Que, en este contexto, omitir la adopción de medidas oportunas y razonables, focalizadas y transitorias, fundadas 

en evidencia científica y en la experiencia internacional, para evitar estos efectos, significaría asumir el riesgo de
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que se produzcan consecuencias irreversibles para la salud pública y efectos nocivos para la economía en general,

y también para las economías familiares.

Que el ESTADO NACIONAL tiene como uno de sus objetivos principales la protección de los ciudadanos y las

ciudadanas y el aseguramiento y goce efectivo de sus derechos esenciales, y es un interés prioritario garantizar las

prestaciones de la Seguridad Social, privilegiando la atención de las familias con mayores necesidades.

Que, con el fin de mitigar los efectos económicos que está provocando la pandemia, resulta imperativo continuar

con la adopción de una serie de medidas urgentes y excepcionales con el objetivo de reforzar la protección

económica y social de los sectores más vulnerables.

Que, a través de la Ley N° 24.241, se instituyó con alcance nacional el SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES

Y PENSIONES (SIJP) y se dio cobertura a las contingencias de vejez, invalidez y muerte.

Que la Ley Nº 26.425 dispuso la unificación del SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIONES (SIJP)

en un único régimen previsional público, denominado SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA),

financiado a través de un sistema solidario de reparto.

Que, por su parte, la Ley N° 27.260 instituyó, con alcance nacional, la Pensión Universal para el Adulto Mayor, de

carácter vitalicio y no contributivo, para todas las personas a partir de los SESENTA Y CINCO (65) años de edad,

que cumplan con los requisitos previstos en su artículo 13.

Que, asimismo, diversas normas establecen el derecho a prestaciones no contributivas por vejez, por invalidez, a

madres de SIETE (7) hijos o hijas o más, y pensiones graciables.

Que, con el objetivo de continuar acompañando y cuidando a los sectores más vulnerables y más necesitados de la

sociedad ante la situación mencionada, es intención del ESTADO NACIONAL otorgar un subsidio extraordinario,

por única vez, destinado a los y las titulares de prestaciones previsionales del SISTEMA INTEGRADO

PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA); a los beneficiarios y las beneficiarias de la Pensión Universal para el Adulto

Mayor; a los beneficiarios y las beneficiarias de las pensiones no contributivas por vejez, invalidez y madres de

SIETE (7) hijos o hijas o más, y demás pensiones no contributivas y pensiones graciables cuyo pago se encuentra

a cargo de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES).

Que el subsidio extraordinario será liquidado, por titular, por un monto máximo de PESOS CINCO MIL ($5000) que

se abonará en el mes de agosto de 2021, siempre que los beneficios se encuentren en curso de pago en el mismo

mensual en que se liquidará dicho subsidio.

Que para aquellos y aquellas titulares que, por la suma de los haberes de todas sus prestaciones vigentes perciban

un monto equivalente de hasta PESOS CUARENTA Y SEIS MIL CIENTO VEINTINUEVE CON CUARENTA

CENTAVOS ($46.129,40), el subsidio extraordinario será equivalente a PESOS CINCO MIL ($5000), y para

aquellos y aquellas titulares que, por la suma de todas sus prestaciones vigentes perciban un importe superior al

precitado monto, el subsidio extraordinario será igual a la cantidad necesaria hasta alcanzar la suma de PESOS

CINCUENTA Y UN MIL CIENTO VEINTINUEVE CON CUARENTA CENTAVOS ($51.129,40).
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Que, en el caso de beneficios de pensión, cualquiera sea la cantidad de copartícipes, estos o estas deberán ser

considerados o consideradas como un único o una única titular a los fines del derecho al subsidio extraordinario

establecido mediante el presente decreto.

Que el subsidio extraordinario que se otorga por el presente decreto no será susceptible de descuento alguno ni

computable para ningún otro concepto.

Que el subsidio extraordinario aludido no alcanza a los Regímenes de Retiros y Pensiones de las Fuerzas

Policiales o del Servicio Penitenciario de las Provincias cuyos sistemas de previsión fueron transferidos al ESTADO

NACIONAL, cuando fuere su único beneficio.

Que la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) deberá adoptar todas las medidas

operativas extraordinarias que fueren necesarias, como así también dictar las normas aclaratorias y

complementarias, para asegurar el objetivo planteado en el presente decreto.

Que han tomado la intervención correspondiente los servicios de asesoramiento jurídico competentes.

Que la presente medida se adopta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 99, inciso 1 de la

CONSTITUCIÓN NACIONAL.

Por ello,

EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA

DECRETA:

ARTÍCULO 1°.- Otórgase un subsidio extraordinario por un monto máximo de PESOS CINCO MIL ($5000) que se

abonará en el mes de agosto de 2021. El mismo será liquidado, por titular, en las condiciones establecidas en el

artículo 2° del presente decreto, a:

a. Los beneficiarios y las beneficiarias de las prestaciones previsionales del SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL

ARGENTINO (SIPA) a que refiere la Ley Nº 24.241, sus modificatorias y complementarias.

b. Los beneficiarios y las beneficiarias de la Pensión Universal para el Adulto Mayor, instituida por el artículo 13 de

la Ley Nº 27.260 y sus modificatorias.

c. Los beneficiarios y las beneficiarias de pensiones no contributivas por vejez, invalidez, madres de SIETE (7) hijos

o hijas o más, y demás pensiones no contributivas y pensiones graciables cuyo pago se encuentra a cargo de la

ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES).

ARTÍCULO 2º.- Dispónese que para aquellos y aquellas titulares que, por la suma de los haberes de todas sus 

prestaciones vigentes, perciban un monto equivalente de hasta PESOS CUARENTA Y SEIS MIL CIENTO 

VEINTINUEVE CON CUARENTA CENTAVOS ($46.129,40), el subsidio extraordinario será de PESOS CINCO MIL 

($5000); y para aquellos y aquellas titulares que, por la suma de todas sus prestaciones vigentes, perciban un
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importe superior al precitado monto, el subsidio extraordinario será igual a la cantidad necesaria hasta alcanzar la

suma de PESOS CINCUENTA Y UN MIL CIENTO VEINTINUEVE CON CUARENTA CENTAVOS ($51.129,40).

Para percibir el presente subsidio extraordinario los beneficios deben encontrarse vigentes en el mismo mensual en

que se realice su liquidación.

ARTÍCULO 3º.- Establécese que, en el caso de beneficios de pensión, cualquiera sea la cantidad de copartícipes,

estos o estas deberán ser considerados o consideradas como un único o una única titular a los fines del derecho al

subsidio extraordinario que se otorga por el presente decreto.

ARTÍCULO 4º.- Dispónese que el subsidio extraordinario otorgado por el presente decreto no alcanza a los

Regímenes de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Policiales o del Servicio Penitenciario de las Provincias cuyos

sistemas de previsión fueron transferidos al ESTADO NACIONAL, cuando fuere su único beneficio.

ARTÍCULO 5º.- El subsidio extraordinario que se otorga por el presente decreto no será susceptible de descuento

alguno ni computable para ningún otro concepto.

ARTÍCULO 6°.- Facúltase a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) a dictar las

normas aclaratorias y complementarias necesarias para la implementación del presente decreto.

ARTÍCULO 7°.- La JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS adoptará los recaudos presupuestarios necesarios

para dar cumplimiento a lo dispuesto en el presente decreto.

ARTÍCULO 8°.- La presente medida entrará en vigencia el día de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL.

ARTÍCULO 9°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y

archívese.

FERNÁNDEZ - Santiago Andrés Cafiero - Claudio Omar Moroni

e. 26/07/2021 N° 51966/21 v. 26/07/2021

Fecha de publicación 26/07/2021
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EMERGENCIA HÍDRICA

Decreto 482/2021

DCTO-2021-482-APN-PTE - Disposiciones.

Ciudad de Buenos Aires, 24/07/2021

VISTO el Expediente N° EX-2021-66151687-APN-DGDYD#JGM, la Ley N° 27.287, los Decretos Nros. 39 del 13 de

enero de 2017 y 383 del 30 de mayo de 2017, su respectiva normativa modificatoria, y

CONSIDERANDO:

Que el déficit de precipitaciones en las cuencas brasileñas del río Paraná, del río Paraguay y del río Iguazú es uno

de los factores determinantes para la bajante histórica actual, considerada la más importante en nuestro país en los

últimos SETENTA Y SIETE (77) años.

Que la bajante extraordinaria de los ríos mencionados presenta eventuales afectaciones sobre el abastecimiento

del agua potable, la navegación y las operaciones de puerto, la generación de energía hidroeléctrica y las

actividades económicas vinculadas a la explotación de la Cuenca Hídrica conformada por los ríos Paraná,

Paraguay e Iguazú.

Que el ESTADO NACIONAL, a través de la coordinación de distintos organismos, lleva adelante un monitoreo

permanente que permite analizar posibles escenarios a corto y mediano plazo ante esta situación problemática,

dando las alertas correspondientes para gestionar los riesgos y mitigar sus posibles consecuencias.

Que la extraordinaria magnitud de los acontecimientos requiere que todas las áreas del Gobierno Nacional aúnen

esfuerzos para mitigar este fenómeno hidrológico en las zonas alcanzadas por la afectación.

Que, por otro lado, mediante la Ley N° 27.287 se creó el Sistema Nacional para la Gestión Integral del Riesgo y la

Protección Civil, que tiene por objeto integrar las acciones y articular el funcionamiento de los organismos del

Gobierno Nacional, los Gobiernos Provinciales, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipales, las

organizaciones no gubernamentales y la sociedad civil para fortalecer y optimizar las acciones destinadas a la

reducción de riesgos, el manejo de la crisis y la recuperación.

Que, en este sentido, la Mesa de Trabajo conducida por el Jefe de Gabinete de Ministros, en el ámbito del Sistema

Nacional para la Gestión Integral del Riesgo y la Protección Civil, ha centralizado la información técnica oficial, ha

realizado el análisis integral de la situación y el monitoreo en forma permanente de todos los aspectos que derivan

de esta bajante a través del Sistema Nacional de Alerta Temprana y Monitoreo de Emergencias (SINAME), para

conformar mapas dinámicos de riesgo que permiten planificar con mayor eficiencia las acciones de apoyo y

mitigación federal y la toma de decisiones.



https://www.boletinoficial.gob.ar/#!DetalleNorma/247302/20210726

2 de 5

Que, del mismo modo, por el artículo 5° de la citada Ley N° 27.287 se establece que el CONSEJO NACIONAL

PARA LA GESTIÓN INTEGRAL DEL RIESGO Y LA PROTECCIÓN CIVIL es la instancia superior de decisión,

articulación y coordinación de los recursos del Estado Nacional y tiene como finalidad diseñar, proponer e

implementar las políticas públicas para la gestión integral del riesgo.

Que, a su vez, en los incisos l) y n) del artículo 6° de dicha ley se dispone que son funciones del referido Consejo

contribuir al fortalecimiento de los mecanismos adecuados para el empleo de los recursos humanos, materiales y

financieros destinados a la atención y rehabilitación ante situaciones de emergencia y/o desastre, así como también

declarar situación de emergencia por desastres, respectivamente.

Que, a través del Decreto N° 39/17, se dispuso que la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS presida el citado

CONSEJO NACIONAL PARA LA GESTIÓN INTEGRAL DEL RIESGO Y LA PROTECCIÓN CIVIL,

correspondiéndole la coordinación y articulación de las actividades de los respectivos Ministerios y de las distintas

áreas a su cargo.

Que, en dicho marco, corresponde declarar el “Estado de Emergencia Hídrica” por el término de CIENTO

OCHENTA (180) días corridos, en aquellos sectores ribereños del territorio nacional asociados a las márgenes de

los ríos Paraná, Paraguay e Iguazú, conforme lo determine el CONSEJO NACIONAL PARA LA GESTIÓN

INTEGRAL DEL RIESGO Y LA PROTECCIÓN CIVIL.

Que, asimismo, resulta pertinente que distintos Ministerios y Organismos Nacionales adopten las medidas

conducentes, en el ámbito de sus competencias, a los fines de afrontar el “Estado de Emergencia Hídrica” que se

declara por el presente decreto.

Que, en este sentido, y con el fin de resguardar la tutela de los derechos y garantías de las personas afectadas por

la emergencia hídrica, resulta necesario suspender, respecto de aquellos trámites administrativos vinculados con

las áreas alcanzadas por la declaración de emergencia, los plazos dentro de los procedimientos administrativos

regulados por el Reglamento de Procedimientos Administrativos. Decreto 1759/72 - T.O. 2017 y demás

procedimientos especiales.

Que esta suspensión no alcanzará a los plazos relativos a los trámites vinculados al “Estado de Emergencia

Hídrica” que por el presente se decreta.

Que la suspensión de los plazos de los procedimientos administrativos dispuesta por la presente medida no afecta

los términos del Decreto N° 427 del 30 de junio de 2021.

Que, asimismo, resulta necesario facultar a las jurisdicciones, entidades y organismos contemplados en el artículo

8° de la Ley N° 24.156 de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional y sus

modificatorias a disponer excepciones adicionales respecto de la suspensión de los plazos correspondientes a los

trámites administrativos, en virtud de las particularidades que estos últimos puedan exhibir en sus respectivos

ámbitos.

Que ha tomado intervención el servicio jurídico competente.
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Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 99, inciso 1 de la

CONSTITUCIÓN NACIONAL.

Por ello,

EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA

DECRETA:

ARTÍCULO 1° .- Declárase el “Estado de Emergencia Hídrica” por el término de CIENTO OCHENTA (180) días

corridos en aquellos sectores del territorio abarcado por la región de la Cuenca del río Paraná, que afecta a las

Provincias de Formosa, Chaco, Corrientes, Santa Fe, Entre Ríos, Misiones y Buenos Aires, sobre las márgenes de

los ríos Paraná, Paraguay e Iguazú.

ARTÍCULO 2°.- Facúltase al Presidente del CONSEJO NACIONAL PARA LA GESTIÓN INTEGRAL DEL RIESGO

Y LA PROTECCIÓN CIVIL a delimitar las áreas sujetas a la declaración de “Estado de Emergencia Hídrica”

efectuada en el artículo 1° del presente.

ARTÍCULO 3°.- Instrúyese al MINISTERIO DE DESARROLLO PRODUCTIVO y al MINISTERIO DE TRABAJO,

EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL para que, en el marco de sus respectivas competencias y de lo dispuesto en el

artículo 1° del presente decreto, adopten las medidas necesarias con el objeto de preservar la continuidad de la

actividad productiva y la conservación de los puestos de trabajo en los sectores afectados.

ARTÍCULO 4°.- Establécese que el BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA, entidad autárquica actuante en la órbita

del MINISTERIO DE ECONOMÍA, en el marco de sus competencias, adoptará las medidas que resulten pertinentes

a los fines de preservar la continuidad de la actividad productiva y la conservación de los puestos de trabajo de los

sectores afectados, en virtud de lo establecido en el artículo 1° del presente decreto.

ARTÍCULO 5°.- La ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP), entidad autárquica actuante

en la órbita del MINISTERIO DE ECONOMÍA, en el marco de sus competencias, y de acuerdo con lo dispuesto en

el artículo 1° del presente decreto, adoptará las medidas que resulten pertinentes respecto de aquellos y aquellas

contribuyentes cuyo establecimiento productivo se encuentre afectado por la emergencia, siendo este su principal

actividad.

ARTÍCULO 6°.- Instrúyese al MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS para que, en el marco de sus competencias y de

lo dispuesto en el artículo 1° del presente decreto, arbitre los medios que estime pertinentes a los efectos de que se

realicen las obras de infraestructura necesarias para mitigar los efectos de la emergencia en las zonas afectadas,

mientras dure la misma.

ARTÍCULO 7°.- Instrúyese al INSTITUTO NACIONAL DEL AGUA -INA-, organismo descentralizado dependiente de

la SECRETARÍA DE INFRAESTRUCTURA Y POLÍTICA HÍDRICA del MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS, a

brindar asesoramiento y prestar colaboración en el ámbito de su competencia, a los servicios técnicos necesarios

para llevar adelante las medidas que se adopten.
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ARTÍCULO 8°.- Instrúyese al MINISTERIO DE SEGURIDAD para que, en el marco de sus competencias y de lo

dispuesto en el artículo 1° del presente decreto, arbitre los medios necesarios para dar adecuada respuesta a las

demandas específicas vinculadas a la emergencia y a integrar las acciones de las distintas áreas involucradas a

través del Sistema Nacional de Alerta Temprana y Monitoreo de Emergencias (SINAME). Dicha labor se orientará a

la generación de mapas dinámicos de riesgo que permitan planificar con mayor eficiencia las acciones de apoyo y

mitigación federales y la toma de decisiones.

ARTÍCULO 9°.- Instrúyese a la SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN DEL RIESGO Y PROTECCIÓN CIVIL de la

SECRETARÍA DE ARTICULACIÓN FEDERAL DE LA SEGURIDAD del MINISTERIO DE SEGURIDAD a definir y

articular, en el marco del Sistema Nacional para la Gestión Integral del Riesgo (SINAGIR), las acciones de

respuesta para asistir a las poblaciones ribereñas con afectaciones complejas en el río Paraná y su sistema de

afluentes.

ARTÍCULO 10.- Instrúyese al MINISTERIO DE TRANSPORTE para que, en el marco de sus competencias y de lo

dispuesto en el artículo 1° del presente decreto, arbitre los medios necesarios para posibilitar la navegación y los

accesos a los puertos mientras dure la emergencia.

ARTÍCULO 11.- Instrúyese al MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE para que, en el marco

de sus competencias y de lo dispuesto en el artículo 1° del presente decreto, arbitre los medios necesarios para

controlar los incendios en las zonas de islas y márgenes mientras dure la emergencia.

ARTÍCULO 12.- Instrúyese al MINISTERIO DE ECONOMÍA y a la SECRETARÍA DE ENERGÍA, actuante bajo su

órbita, para que, en el marco de sus respectivas competencias, adopten las medidas necesarias tendientes a

asegurar el normal abastecimiento de la demanda de energía eléctrica en virtud del “Estado de Emergencia Hídrica”

dispuesto en el artículo 1° del presente decreto, pudiendo para ello disponer los actos y acciones necesarias para

procurar el abastecimiento de los recursos primarios críticos, como los combustibles, ante la potencial pérdida de

oferta de generación eléctrica por la afectación de la bajante extraordinaria del río; recurrir a fuentes alternativas de

oferta como importación de energía eléctrica y/o combustibles; coordinar acciones de gestión de demanda como la

autogeneración y/o el uso eficiente, entre otras.

Dada la esencialidad que tiene la prestación de los servicios de gas natural y de electricidad, ante

congestionamientos de logística producidos por la bajante se deberá, en conjunto con el MINISTERIO DE

TRANSPORTE y el resto de los organismos intervinientes, dar prioridad a la navegabilidad del transporte de los

combustibles.

Los organismos descentralizados, empresas públicas y/o sociedades anónimas del sector energético, en los que el

ESTADO NACIONAL ejerza el control de las decisiones, deberán seguir las instrucciones que imparta la

SECRETARÍA DE ENERGÍA con el fin de atender la emergencia dispuesta, en el marco del objeto establecido en el

presente artículo.

ARTÍCULO 13.- Instrúyese al MINISTERIO DEL INTERIOR para que, en el marco de sus competencias y de lo 

dispuesto en el artículo 1° del presente decreto, realice tareas de coordinación con las provincias afectadas, con el 

fin de coadyuvar en la implementación de las medidas necesarias entre los distintos niveles de gobierno mientras
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dure la emergencia.

ARTÍCULO 14.- Suspéndese, respecto de aquellos trámites administrativos vinculados con las áreas alcanzadas

por la presente declaración de emergencia, el curso de los plazos, dentro de los procedimientos administrativos

regulados por la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos N° 19.549, por el Reglamento de Procedimientos

Administrativos. Decreto 1759/72 - T.O. 2017 y por otros procedimientos especiales, a partir de la fecha en que el

Presidente del CONSEJO NACIONAL PARA LA GESTIÓN INTEGRAL DEL RIESGO Y LA PROTECCIÓN CIVIL

las delimite conforme a lo previsto en el artículo 2° de la presente medida, y por el término de CIENTO OCHENTA

(180) días corridos, sin perjuicio de la validez de los actos cumplidos o que se cumplan.

ARTÍCULO 15.- Exceptúanse de la suspensión dispuesta por el artículo 14 a todos los trámites administrativos

relativos a la emergencia declarada por el presente. Asimismo, dicha suspensión no alcanzará a los plazos

vinculados con lo establecido en el Decreto N° 427/21.

ARTÍCULO 16.- Facúltase a las jurisdicciones, entidades y organismos contemplados en el artículo 8° de la Ley

N° 24.156 de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional y sus

modificatorias a disponer excepciones, en el ámbito de sus competencias, a la suspensión prevista en el artículo 14

de la presente medida.

ARTÍCULO 17.- Instrúyese al Jefe de Gabinete de Ministros para que, en uso de sus facultades, efectúe las

reestructuraciones presupuestarias que fueren necesarias a los efectos de asignar los créditos, cargos y cualquier

otra adecuación que se requiera para el financiamiento de las medidas que se dispongan por aplicación del

presente decreto.

ARTÍCULO 18.- Invítase a las Provincias afectadas en el marco de lo dispuesto en el artículo 1° de este decreto a

adoptar medidas similares a las previstas en el presente, en especial aquellas tendientes a disponer un régimen

tarifario especial provisorio para los servicios de energía eléctrica, agua potable y transporte urbano para el sector

productivo de las zonas afectadas, mientras dure la emergencia.

ARTÍCULO 19.- La presente medida entrará en vigencia el día siguiente al de su publicación en el BOLETÍN

OFICIAL.

ARTÍCULO 20.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y

archívese.

FERNÁNDEZ - Santiago Andrés Cafiero

e. 26/07/2021 N° 51968/21 v. 26/07/2021

Fecha de publicación 26/07/2021
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MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HÁBITAT

Resolución 265/2021

RESOL-2021-265-APN-MDTYH

Ciudad de Buenos Aires, 20/07/2021

VISTO el Expediente Nº EX-2021-60340930-APN-DGDYD#MDTYH, la Ley de Ministerios Nº 22.520 (texto

ordenado por Decreto Nº 438 del 12 de marzo de 1992) y sus modificatorias, el Decreto Nº 50 del 19 de diciembre

de 2019, la Resolución Nº 16 del 29 de enero de 2021, modificada por la Resolución Nº 95 del 26 de marzo de 2021

del MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HÁBITAT, y

CONSIDERANDO:

Que por el Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 7 del 10 de diciembre de 2019, se modificó la Ley de Ministerios

Nº 22.520 (texto ordenado por Decreto Nº 438 del 12 de marzo de 1992) y sus modificatorias, estableciendo que

corresponde a este MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HÁBITAT, entre otras incumbencias, todo lo

inherente a las políticas de promoción del reequilibrio social y territorial y de desarrollo de vivienda, hábitat e

integración socio urbana.

Que en ese orden compete a esta Cartera de Estado entender en la formulación, elaboración y ejecución de la

Política Nacional en todas las materias relacionadas con el desarrollo del hábitat y ejecutar los planes, programas y

proyectos de su competencia que elabore conforme las directivas que le imparta el PODER EJECUTIVO

NACIONAL.

Que el derecho a una vivienda adecuada tiene reconocimiento constitucional con la incorporación que hace de los

instrumentos internacionales de derechos humanos su artículo 75, inciso 22 y en el reconocimiento expreso que en

el artículo 14 bis se hace del derecho al acceso a una vivienda digna.

Que en cumplimiento de sus cometidos y del mandato constitucional antes mencionado, por Resolución Nº 16/21

del MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HÁBITAT se creó, en el ámbito de esta Cartera de Estado, el

Programa Nacional de Construcción de Viviendas denominado PROGRAMA “CASA PROPIA -CONSTRUIR

FUTURO”, con el objeto de construir 120.000 nuevas viviendas en todo el país, durante el trienio 2021-2023.

Que constituye un objetivo de las políticas públicas atender las necesidades habitacionales de la población rural y

pueblos originarios, conforme los preceptos contenidos en la legislación vigente y en los documentos emanados de

organismos internacionales.

Que mediante la resolución aprobada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas del 13 

de septiembre de 2007, se aprobó la DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LOS DERECHOS 

INDÍGENAS, en cuyo artículo 21 reconoce: “Los pueblos indígenas tienen derecho, sin discriminación, al
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mejoramiento de sus condiciones económicas y sociales, entre otras esferas, en la educación, el empleo, la

capacitación y el readiestramiento profesional, la vivienda, el saneamiento, la salud y la seguridad social”.

Que la Ley Nº 27.118 de REPARACIÓN HISTÓRICA DE LA AGRICULTURA FAMILIAR PARA LA

CONSTRUCCIÓN DE UNA NUEVA RURALIDAD EN LA ARGENTINA, declaró de interés público la agricultura

familiar, campesina e indígena por su contribución a la seguridad y soberanía alimentaria del pueblo, por practicar y

promover sistemas de vida y de producción que preservan la biodiversidad y procesos sostenibles de

transformación productiva, con la finalidad prioritaria de incrementar la productividad, seguridad y soberanía

alimentaria y de valorizar y proteger al sujeto esencial de un sistema productivo ligado a la radicación de la familia

en el ámbito rural, sobre la base de la sostenibilidad medioambiental, social y económica.

Que asimismo la citada Ley estableció como uno de sus objetivos, en su artículo 4, inciso a, el “Afianzar la

población que habita los territorios rurales en pos de la ocupación armónica del territorio, generando condiciones

favorables para la radicación y permanencia de la familia y de los jóvenes en el campo, en materia de hábitat,

ingresos y calidad de vida, equitativa e integrada con las áreas urbanas”.

Que por otra parte, mediante la resolución aprobada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones

Unidas del 17 de diciembre de 2018, se aprobó la DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LOS

DERECHOS DE LOS CAMPESINOS Y DE OTRAS PERSONAS QUE TRABAJAN EN LAS ZONAS RURALES, en

cuyo artículo 24 reconoce: “Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a

una vivienda adecuada. Tienen derecho a mantener un hogar y una comunidad seguros en que puedan vivir en paz

y dignidad, y el derecho a no ser discriminados en ese contexto”.

Que la Ley de Ministerios Nº 22.520 (texto ordenado por Decreto Nº 438 del 12 de marzo de 1992) y sus

modificatorias, estableció como incumbencias de esta Cartera de Estado la de entender en el fortalecimiento y

actualización de las políticas de desarrollo que tengan como objetivo la competitividad y complementariedad

territorial, tanto urbana como rural.

Que bajo tal premisa corresponde a este Ministerio diseñar e implementar programas habitacionales que aseguren

la heterogeneidad de los hogares destinatarios y faciliten el acceso al hábitat y el arraigo en la vivienda, en sus

diferentes modalidades, así como aquellas acciones que permitan mejorar la calidad del hábitat de los sectores

históricamente postergados.

Que la comparación entre las áreas urbanas y rurales, en lo que se refiere a las condiciones de las viviendas y el

acceso a los servicios, sumado a otros indicadores como hacinamiento y falta de conectividad, muestran la

situación de vulnerabilidad social de las familias agricultoras campesinas e indígenas, conllevando un riesgo de

despoblamiento y abandono de zonas rurales y migración a centros urbanos excesivamente concentrados, donde

lejos de resolver las problemáticas, estas se ven acrecentadas en barrios populares.

Que en virtud de lo expuesto, resulta necesario crear, en el marco del PROGRAMA “CASA PROPIA - CONSTRUIR

FUTURO”, creado por Resolución Nº 16/21 de este Ministerio, el SUBPROGRAMA “HABITAR COMUNIDAD”.
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Que el referido Subprograma tiene como objeto, la promoción y el financiamiento de proyectos para la construcción

de viviendas y ampliación de las existentes e infraestructura básica con conectividad, que permitan el mejoramiento

del hábitat y el acceso a la vivienda de la población rural y pueblos originarios, en situación de vulnerabilidad social,

generando soluciones habitacionales asociadas a las dinámicas socio-productivas, que favorezcan el arraigo, la

generación de trabajo y desarrollo productivo comunitario.

Que la política habitacional cuya consecución persigue el Subprograma, tiene como ejes transversales, la

perspectiva de género, el mantenimiento del dilema intercultural, entre la igualdad y la diferencia cultural, dejando

de lado la idea de “urbanización” de los sectores beneficiarios, mediante la migración de las familias a sectores

urbanos, sino que propende a una mejor “ruralización” de los mismos, que permita consolidar la identidad con la

tierra, mantener las idiosincrasias, tradiciones y estilos de vida propios, favoreciendo el arraigo sustentable con

acceso pleno a derechos y permanencia en su mismo territorio.

Que asimismo, el Subprograma tiende a contener una demanda más laxa respecto a los requisitos, contemplando

un abordaje socio-técnico y dominial diferente a los modos tradicionales, respecto al dominio de tierras, sistemas

constructivos, con una mayor apertura sobre el diseño arquitectónico de las viviendas, y a su vez posibilitar la

integración de componentes productivos-rurales, reconociendo las especificidades y necesidades habitacionales de

cada región.

Que a los fines de la implementación de la presente, y siendo que “HABITAR COMUNIDAD”, constituye un

Subprograma del PROGRAMA “CASA PROPIA - CONSTRUIR FUTURO”, la SECRETARÍA DE HÁBITAT de este

Ministerio resultará su Autoridad de Aplicación.

Que sin perjuicio de ello, atento las particularidades del Subprograma que se crea y teniendo en cuenta las

competencias de la SECRETARÍA DE ARTICULACIÓN FEDERAL de este Ministerio que le fueran atribuidas por

Decreto Nº 50/2019 y sus modificatorios, entre ellas la de propiciar el abordaje integral de las políticas y programas

de competencia del Ministerio y articular con los gobiernos provinciales, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y

municipales, la formulación de propuestas y la ejecución de programas que promuevan el reequilibrio social y

territorial, corresponde encomendar a la referida Secretaría, para que en forma conjunta o indistinta con la

SECRETARÍA DE HÁBITAT, celebre Convenios con Organismos Nacionales, Provinciales y Municipales y

Organizaciones No Gubernamentales, a los fines de articular acciones conjuntas que permitan, en el ámbito de sus

respectivas competencias, la consecución de la finalidad del presente Subprograma.

Que la UNIDAD DE AUDITORÍA INTERNA del MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HÁBITAT, ha

tomado intervención en función de lo establecido en el artículo 101 del Anexo al Decreto Nº 1344 del 4 de octubre

de 2007, reglamentario de la Ley de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público

Nacional Nº 24.156.

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS del MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y

HÁBITAT, ha tomado la intervención de su competencia.

Que las facultades para el dictado del presente acto surgen de lo dispuesto por la Ley de Ministerios Nº 22.520 

(texto ordenado por Decreto Nº 438 del 12 de marzo de 1992) y sus modificatorias y el Decreto Nº 50 del 19 de



https://www.boletinoficial.gob.ar/#!DetalleNorma/247317/20210726

4 de 5

diciembre de 2019.

Por ello,

EL MINISTRO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HÁBITAT

RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- Créase en el marco del PROGRAMA CASA PROPIA – CONSTRUIR FUTURO, aprobado por

Resolución Nº 16/21 del MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HÁBITAT, el SUBPROGRAMA

“HABITAR COMUNIDAD”.

ARTÍCULO 2º.- El objeto del SUBPROGRAMA “HABITAR COMUNIDAD” será la promoción y el financiamiento de

proyectos para la construcción de viviendas, ampliación y refacción de las existentes e infraestructura básica, que

permitan el mejoramiento del hábitat y el acceso a la vivienda de la población rural y pueblos originarios en

situación de vulnerabilidad social, fortaleciendo el arraigo y las condiciones para la generación de trabajo y

desarrollo productivo comunitario.

ARTÍCULO 3º.- Será aplicable al Subprograma creado por el artículo 1º de la presente Resolución, el Reglamento

Particular del PROGRAMA “CASA PROPIA - CONSTRUIR FUTURO”, con ajuste a las particularidades

establecidas en el Anexo (IF-2021-64122029-APN-SH#MDTYH), que integra la presente medida.

ARTÍCULO 4º.- Facúltase a la SECRETARÍA DE HÁBITAT dependiente del MINISTERIO DE DESARROLLO

TERRITORIAL Y HÁBITAT, en su calidad de Autoridad de Aplicación del PROGRAMA “CASA PROPIA –

CONSTRUR FUTURO” a fijar los montos máximos financiables para el SUBPROGRAMA “HABITAR

COMUNIDAD”, conforme las particularidades del hábitat y de los grupos poblacionales beneficiarios.

ARTÍCULO 5º.- Facúltese a la SECRETARÍA DE HÁBITAT y a la SECRETARÍA DE ARTICULACIÓN FEDERAL,

del MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HÁBITAT, en forma conjunta o indistinta, a celebrar

Convenios con Organismos Nacionales, Provinciales y Municipales y Organizaciones No Gubernamentales, a los

fines de articular acciones conjuntas que permitan, en el ámbito de sus respectivas competencias, la consecución

de la finalidad del presente Subprograma.

ARTÍCULO 6º.- Los fondos que se transfieran a través del SUBPROGRAMA “HABITAR COMUNIDAD”, quedan

sujetos a su rendición de cuentas documentada de acuerdo a lo establecido en la Resolución Nº 31 del 18 de junio

de 2020 del MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HÁBITAT.

ARTÍCULO 7º.- El gasto que demande el cumplimiento de la presente medida será imputado a los créditos

presupuestarios de la Jurisdicción 65 - MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HÁBITAT y/o del

Fideicomiso vigente.

ARTÍCULO 8º.- La presente Resolución comenzará a regir desde el día de su publicación en el Boletín Oficial.
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ARTÍCULO 9º.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y

archívese.

Jorge Horacio Ferraresi

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA

-www.boletinoficial.gob.ar-

e. 26/07/2021 N° 51681/21 v. 26/07/2021

Fecha de publicación 26/07/2021
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ANEXO

SUBPROGRAMA HABITAR COMUNIDAD

 

Será aplicable al SUBPROGRAMA “HABITAR COMUNIDAD”, el Reglamento Particular del PROGRAMA 
“CASA PROPIA - CONSTRUIR FUTURO”, aprobado por Resolución Nº 16/2021, modificada por Resolución 
Nº 95/2021 del MINISTERIO DE DESARROLLO TERRITORIAL Y HABITAT, con ajuste a las siguientes 
particularidades:

a) Objetivos Particulares:

Fortalecer el arraigo a través del acceso a la vivienda y un hábitat digno.

Crear condiciones que promuevan procesos de consolidación territorial, mediante la generación de trabajo 
productivo en las comunidades beneficiarias.

Impulsar niveles de autosuficiencia económica que mejore la calidad de vida de la población y garantice la 
sostenibilidad y la sustentablidad de las acciones comunitarias en el tiempo.

Contribuir a la soberanía alimentaria con alimentos agroecológicos.

Promover la desconcentración productiva y poblacional, hacia un nuevo modelo de asentamiento humano.

Incorporar mano de obra de los pobladores beneficiarios conocedores de los usos y costumbres regionales con el 
fin de respetar sus pautas culturales, fortalecer su patrimonio familiar y evitar la migración rural.

b) La elegibilidad de los proyectos deberá tener en cuenta la posibilidad de generar o mejorar los procesos 
productivos comunitarios.  



c) En el caso de las comunidades originarias, las mismas deberán estar reconocidas por el Instituto Nacional de 
Asuntos Indígenas dependiente de la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos de la Nación.

d) Será condición para aprobar el financiamiento de los proyectos, cumplir alguna de las siguientes condiciones:

1) Que el dominio de los inmuebles donde se construyan las viviendas sea del Ente Ejecutor o del estado 
nacional, provincial o municipal.

2) Que el Ente Ejecutor haya iniciado con anterioridad a la solicitud de financiamiento, las gestiones necesarias 
para obtener el dominio de los inmuebles y surja en forma indubitada que el mismo se perfeccionará en cabeza 
del Ente Ejecutor.

3) Que el dominio de los inmuebles sea de los beneficiarios de las soluciones habitacionales, o que tengan 
regularizada la tenencia de la tierra, mediante un título suficiente sobre los mismos.

4) En el caso de los pueblos originarios, será suficiente la certificación de dominio de la tierra en forma 
comunitaria, ya sea propiedad de la comunidad o bien se encuentre en trámite de obtener el dominio y surja en 
forma indubitada que el mismo se perfeccionará en cabeza de la comunidad, conforme constancia expedida por 
autoridad competente.        

e) El financiamiento de los proyectos, para los casos de las obras ejecutadas a través de la modalidad por 
Administración del Ente Ejecutor, se realizará mediante un anticipo financiero del 20% (veinte por ciento) del 
total de Unidades de Vivienda (UVIs - Ley Nº 27.271 y 27.397) del Convenio Particular y transferencias 
subsiguientes en forma mensual,conforme certificación, avance del plan de trabajo y curva de inversión, de 
conformidad con el mecanismo previsto en lasleyes antes mencionadas.

El anticipo financiero será descontado (desacopio) de las certificaciones subsiguientes a presentar, en el mismo 
porcentaje de su otorgamiento.

A los fines de liquidar el anticipo financiero se tomará el valor de las Unidades de Vivienda (UVIs) que publica el 
Banco Central de la República Argentina, correspondiente a la fecha de emisión de la Constancia de No Objeción 
Técnica.

f) Los Estándares Mínimos de Calidad de las Viviendas serán establecidos por la SECRETARIA DE HABITAT, 
conforme las particularidades de la región y de los grupos poblacionales beneficiarios, debiendo preverse 
esquemas constructivos, que prioricen la utilización de materiales locales que permitan tener una relación de 
equilibrio con el medio ambiente y que rescaten elementos del saber cultural y regional de los pueblos rurales y 
originarios tanto en el diseño como en la forma de producir las viviendas.

g) En el caso que las obras se ejecuten mediante la modalidad por Administración del Ente Ejecutor, y se prevea 
el mecanismo de autoconstrucción total o parcial por parte de los beneficiarios de las soluciones habitacionales, 
podrá reconocerse como componente financiable los gastos originados para la capacitación de los 
autoconstructores, no pudiendo dicho gastos tener una incidencia mayor al 8% del monto total del proyecto.         

h) El recupero del financiamiento aportado por el Estado Nacional que deberán abonar los beneficiarios de las 
soluciones habitacionales, quedará a cargo de los Entes Ejecutores, conforme las condiciones que los mismos 
establezcan, debiendo reinvertir los montos recaudados en nuevos proyectos de viviendas para la población rural 



y pueblos originarios en su jurisdicción.     
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